REVISTA DE LIBROS

MARTINEZ LAFUENTE, Antonio: “La condonacién de las sanciones tri-
" butarias”. Instituto de Estudios Fiscales. Madrid, 1980. 317 piginas.

1. El Instituto de Estudios Fiscales, dentro de su profusa actividad
editorial, ha creado en 1979 la coleccién “Estudios juridicos”, paralela
a la mas antigua (1972) de “Estudios de Hacienda Publica”, que incluyen
obras originales de autores espafioles, incluso tesis doctorales, monogra-
fias y manuales que se ocupan del tratamiento cientifico de la actividad
financiera, pero referida de modo exclusivo a la disciplina juridica de las
actividad financiera y tributaria del Sector Publico. En esta nueva
coleccién, su primer titulo, “Estudios de Derecho tributario”, marcé un
importante hito, que situaba el listén a alturas olimpicas.

La obra que vamos a comentar, como pone de relieve César Albifiana
Garcia Quintana en el Prélogo, es la tesis doctoral del autor, merecedora
de la méxima calificacién académica en la Universidad Complutense y
juzgada por profesores de tanto prestigio como los sefiores Sainz de
Bujanda, Garcia Enterria, Pérez de Ayala, Rodriguez Bereijo y el mismo
prologuista de esta obra, vocal-director de la tesis. Si a ello unimos la
personalidad del autor, suficientemente conocida a través de sus aporta-
ciones al estudio del Derecho tributario, estimo que se trata de dos
circunstancias que certifican la bondad de la obra.

2. El Capitulo I realiza la introduccion al estudio posterior, que se
inicia con el Capitulo II, titulado “Condonacién de deudas y de sanciones
tributarias”, en que estudia la naturaleza juridica de la condonacién en
el Derecho civil, llegando a la conclusién primaria de que la condonacién
automatica supone la renuncia al crédito por causa transaccional, mien-
tras que la graciable tiene como causa el 4nimo de liberalidad (1),
planteandose el autor la pregunta de si la condonacion automéitica es un
acto unilateral o bilateral. Se extiende a continuacion en el polémico
tema del nacimiento de la obligacion tributaria, se detiene en un punto

(1) Personalmente creo que la institucién deberia encontrar sus rai-
ces (o al menos, sus paralelismos) en el Cédigo Penal y no en el Civil y
que algo nos dirian la falta (la infraccién tributaria simple), el delito
(las infracciones de omisi6én), las circunstancias atenuantes (el cumpli-
miento tardio en los casos de infracciones tributarias simples) y las
agravantes (todas las que convierten a una infraccién de omision en
defraudacién), ete., aunque se trate de un punto de vista muy particular.
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indiscutible: “la inderogabilidad de la obligacién tributaria” (2) y recoge,
de los tres tipos de actos atentatorios contra el mismo, el siguiente:

“... Determinados actos de gestién tributaria, sean globales o
singulares, no ponen de relieve sino que la Administracién cuanti-
fica la obligacién tributaria con absoluta derogacién de lo que
segin Ley es inderogable; cuando los actos de gestién tributaria
no llegan a poner de relieve la auténtica capacidad de pago del
contribuyente, tal y como viene configurada por la ley, queda ésta
en entredicho; en ocasiones, esta falta de adecuacién entre la previ-
sién legal y el resultado que se obtiene de los procedimientos de
gestién, sélo es culpa del legislador que prevé determinados obje-
tivos de la politica fiscal sin haber alcanzado la infraestructura
que hara eficaz la Ley; en otros supuestos la Administracién
dispone del crédito tributario por incapacidad técnica de quien esta
lamado a concretar el exacto alcance de la obligacién tributaria;
por ultimo, no debe desconocerse que a veces son los propios textos
legales los que fomentan que en el transito tantas veces apuntado
de previsién legal a cuantificacién numérica se interfieran tran-
sacciones, acuerdos o conformidades entre la Administracién y los
contribuyentes, que, por supuesto, desvirtian el exacto sentido de
la norma” (pags. 68 v 69) (3).

Como no podia ser de otra forma, el autor distingue entre condonacién
‘de la deuda, producido el hecho imponible, pero no cuantificado, y con-
-donacién de “supuestos en que existe una cantidad notificada y puesta
.al cobro”, es decir, cuando ya ha sido cuantificada. Estimo que esta
distincién es realmente importante y exigiria un comentario mas extenso

3. El Capitulo III, destinado a los “Antecedentes normativos de la
regulacién vigente”, supone un importante esfuerzo recopilador; el re-
cuerdo del Reglamento de la Inspeccién de 1926 es ilustrativo: segun él,
la condonacién automitica de las dos terceras partes de la sancion se
producia por el Organo Gestor, si el contribuyente aceptaba la liquidacién
y renunciaba expresamente a utilizar todos los recursos, incluso el con-
tencioso-administrativo. Lo insélito es que tal Reglamento recogié (y
:se sigue aplicando) en su articulo 68 la posibilidad de que los Tribunales
Econémico-Administrativos “graduaran” las sanciones impuestas, con lo
que establecia una segunda via de condonacién. Recuerda el autor la
.creacién del acta de invitacién (Ministro de Hacienda, sefior Calvo Sote-
To), que introdujo dos novedades: una que la conformidad (es decir, la
-aceptacién de la liquidacién) se da ante el Inspector y no ante el Organo
Gestor; otra, que la conformidad no es a los hechos, sino a las bases (4).
Y dice:

(2) Prefiero la expresién “indisponibilidad de la deuda tributaria”.

(3) Y, por poner un ejemplo posterior al libro que comentamos, vale
la Ley de Reforma del Procedimiento Tributario y esa estimacién indi-
recta, tan exquisitamente normada en sus causas y soluciones que obligars
indudablemente a la Inspeccién a buscar la transaccién, tan denostada
-por la doctrina, pero tan querida por el legislador.

(4) Las bases estdn integradas por hechos con trascendencia juridi-
2o-tributaria; si se recogen los hechos, es evidente que de ellos se pueden
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“Queda, por tanto, trastocado el sistema inspector y a partir de
-ese momento la condonacién va a ponerse en servicio de lo que
nunca debié estarlo, es decir, de la transaccion, acuerdo, conve-
nio, etc., entre el inspector y el contribuyente con derogacion
singular de la obligacién tributaria y lo que es mas importante, sin
‘base legal alguna... La figura del inspector, instructor del expedien-
te sancionador, desaparece, al convertirse en juez y parte; ya que
nadie podra enjuiciar si el ’sumario’ estd completo y puede dictarse
’sentencia’; serd el mismo instructor quien lo haga, sin més control
que el de su buen criterio y teniendo como limite la conformidad del
contribuyente, ficil de conseguir al concretarse las funciones ins-
tructorias y decisorias en una sola persona, a lo que hay que afiadir
el aliciente de la condonacién total de las sanciones a imponer, que
no es sino un medio de conseguir con mayor probabilidad la con-
formidad” (pags. 94 y 95).

Aunque este comentario esté referido a la Real Orden de 1927, sigue
siendo vilido en toda la obra y creo que debemos detenernos aqui, porque
en lo transerito se ponen de relieve dos puntos de vista —muy comparti-
dos, es la verdad—, que no podemos admitir: el primero consiste en
entender que el funcionario inspector es “instructor del expediente sancio-
nador”; el segundo, el que dicho funcionario no puede ser juez y parte.

Entiendo que la funcién inspectora tributaria no consiste precisamente
en la instruccién de un sumario penalizador, sino en una funcién de
informacién a la Administracién, informacién de la que se derivaran —o
no— diferencias en favor de la Administracién y un régimen automitico
de aplicacién de sanciones, sin que nunca sea el Inspector. quien dicte
ningun acto administrativo, sino que lo propone. Y esto va unido al otro
punto, esa negacién de que el Inspector pueda ser juez y parte. En primer
lugar, no es juez porque no decide: decide (aunque sea aquiesciente y
tacitamente a la propuesta inspectora) el Organo Gestor; en segundo
lugar, ;qué es eso de juez y parte? ;Es que el Inspector no forma parte
-de la Administraciéon o es que sbélo es administracién, con a mintscula?
i Es que el Inspector debe ser una parte, frente a otra, el contribuyente,
'y, por encima de ambos, el Organo Gestor? ;Es que éste no es parte
‘también? Resulta lamentable que se utilice este argumento tan extendido
(y basta leer el contenido de las enmiendas al Proyecto de Ley de Re-
forma del Procedimiento Tributario, en que se intenté que los Inspectores
pudieran dictar el acto administrativo de liquidacién) y se olvide que
«existen funcionarios en la Administracién tributaria que desde siempre
han realizado, simultineamente o sucesivamente, funciones de investiga-
«€ién, comprobacion, liquidacién (y naturalmente, entre ellas, sancionado-
ras), aplazamiento del pago de la deuda, etc., sin que nadie se rasgara
las juridicas vestiduras.

Prosigue Martinez Lafuente el examen de la Ley de 28 de marzo de
1941 (sobre el acta de invitacién; Ministro, Sr. Larraz Lépez), la de 20

deducir las bases. Y la distincién entre hechos juridico-tributarios y
bases es muy dificil de apreciar. Otra cosa seria la distincién entre
‘base imponible y base liquidable.
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de diciembre de 1952 (Ministro, Sr. Gémez Llano), la Orden de 18 de
diciembre de 1954 (mismo Ministro) y la Ley General Tributaria (Mi-
nistro, Sr. Navarro Rubio), para pasar al Capitulo IV sobre:

4. Las infracciones tributarias simples y la condonacién de sancio-
nes. La separaciéon que realiza el autor de la condonacién de sanciones
correspondientes a las infraceiones citadas y a las de omisién y defrau-
dacién se debe, segin él, a que “tratidndose de infracciones de omision
v defraudacién, el eje cardinal de la condonacién estd en la conformidad
del contribuyente, mientras que en el supuesto [de infracciones simples]
todo gira en torno al cumplimiento, aunque sea tardio, que las normas
tributarias imponen al contribuyente o a terceras personas. No existe,
por tanto, previa aquiescencia al proceder administrativo... pues no es-
tamos ante algo sustantivo, que pueda con anterioridad ser sometido al
parecer del contribuyente, sino ante algo formal o adjetivo, que ha de
cumplirse (o incumplirse) por aquél” (pigina 112).

El examen de las infracciones tributarias simples, en la Ley General
Tributaria y en gran variedad de disposiciones, conduce al autor a opinar
acerca de la condonacién de las sanciones derivadas de aquéllas, caso
por caso, con un juicio final: “Entendemos por tanto que las sanciones.
han de graduarse por razones que lleven a la personalizacién de aquéllas,.
no condonarse por causas objetivas” (pagina 149). Este capitulo omite
légicamente muchos supuestos de infracciones tributarias simples aur
aparecen configuradas en los distintos Reglamentos de los tributos (5),
dedicandose especial atencién al Impuesto General sobre el Trafico de
'as Empresas; y nos hubiera gustado que existiera alguna referencia
al régimen sancionador que aparece en los articulos 41 al 45 de la
Ley 50/1977, de 14 de noviembre, en cuanto a la obligacién de propor-
cionarse a la Administracién “los nimeros de las cuentas activas y pa-
sivas y de los depésitos de valores de sus clientes, con indicacién de los
datos identificativos de sus respectivos titulares”, y al desarrollo por la
Orden (rectificada) de Hacienda, nimero 2.578, de 14 de enero de 1978,
mas concretamente su numero tercero, en cuanto que el régimen san-
cionador de lo que serian infracciones tributarias simples queda fuera
del ambito no sélo de la Ley General Tributaria, sino del propio Minis-
terio de Hacienda.

El capitulo examinado ha debido suponer nl autor un esfuerzo de re-
copilacién ciertamente notable, pero no hallo en él una linea clara de
argumentacién en cuanto al tema de la condonacién de las infracciones
tributarias simples; y ello, porque préicticamente cada grupo de ellas
exige un tratamiento distinto, lo mismo que echo de menos un examen
detenido del tema de la imposicién automatica de sanciones y no siguiendo

(5) Por ejemplo, en materia de suministro de informacién a la Admi-
nistracién tributaria, sin previo requerimiento de ésta, yo he llegado a
contar (pueden verse las pags. 160 y ss. de mi “Procedimiento de la
Inspeccién tributaria”, Escuela de Inspeccién Financiera y Tributaria.
Madrid, 1979) mas de veinte obligaciones concretas. Y resulta extrafia la
falta de comentario a los articulos, que yo recojo, del Texto refundido
de los Impuestos sobre Sucesiones y sobre Transmisiones Patrimoniales y
del Reglamento del Impuesto de Derechos Reales.
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el tramite, que deberia ser usual, de la instruccién de un expediente san-
cionador con audiencia del interesado. Creo que esta distincién (6) hu-
biera conducido a una perplejidad: ;qué relacién existe, o puede existir,
entre la imposicién automditica de sanciones y la condonacién automitica
de las mismas? ;Existe o no alguna relacién entre ambos automatismos?

5. El Capitulo V, ¢l mas extenso, estd destinado al estudio de las
infracciones tributarias de omisiéon y defraudacién y a la condonacién de
sanciones. Se inicia con una exhaustiva critica, apoyada por otros auto-
res, acerca de la asuncién por la Inspeccién de tareas distintas de su
“genuino cometido... la investigacién de los hechos imponibles ocultos”
(pagina 167), al proponer al contribuyente la conformidad a las regula-
rizaciones que se contienen en el acta. Prosigue con el examen del tema
de la culpabilidad, haciendo hincapié en el peligro de que, al existir la
institucién de la conformidad a la propuesta de regularizacién inspec-
tora, “los contribuyentes [acepten] la imposicién de sanciones que en
una recta interpretacién de los textos legales no habria que imponer”
(pagina 175), haciéndose referencia a los expedientes de rectificaciones
a la reincidencia en la infraccién de defraudacién; todo ello, con intro-
duccién al tema (el eje cardinal) de la conformidad prestada en acta,
como condicién para la condonaciéon automitica. Y se afirma:

“Nos movemos en el terreno de la conveniencia puesto que la
aquiescencia del contribuyente al proceder del Fisco colabora en
gran manera a concretar lo que ’a priori’ es indeterminado; esta
ventaja de indole practica conduce... al establecimiento de bases
convenidas y a derogaciones singulares de la obligacién tributaria”
(pagina 182) (7).

A continuacién se refiere al campo al cual se extiende tal conformi-
dad, para estudiar el sujeto activo de tal conformidad (el sujeto pasivo.
dicho en términos genéricos) y el pasivo (la Inspeccién), recogiendo
una extensa Resolucién de la Direccién General de Impuestos, de 26 de
Jjunio de 1972 (8), sobre el tema de la “propuesta de liquidacién”; el
recurso posterior contra la liquidacién derivada del acta de conformidad,
etcétera, para terminar con una afirmacién tajante:

“La condonaciéon es un importante aliciente para obtener la con-
formidad del contribuyente, pero con ésta se llega a la fijacion de
bases imponibles convenidas, llegindose por tanto a su determina-

(6) Pienso que deberian desaparecer las sanciones automaticas o
“impuestas de derecho” (como dicen el articulo 115,6 del Texto refun-
dido y 232 del Reglamento citados en la nota anterior).

(7) Creo que habia que distinguir entre lo que antes distinguié el
autor: la deuda sin cuantificar y la deuda ya cuantificada. Si alguien
pudiera cuantificar, y demostrar dicha cuantificacién, en cuantia dis-
tinta (superior o inferior) a la que llega el inspector, esté seguro de
que el inspector le haria caso. .

(8) No se cita la fuente; desde luego, no publicada en el Boletin
Oficial del Ministerio de Hacienda.
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cién por un procedimiento no previsto por la Ley General Tribu--
taria (pagina 208) (9).

Este juicio no puede ser admitido: se tiene la impresién de que el
Inspector actia megociando ¢l acta y utilizando como argumento de peso-
la condonacién automdtica. ;Es que hay contribuyentes que estdn dis--
puestos a firmar y aceptar unas bases o unas cuotas superiores a las
reales, simplemente porque, de no hacerlo asi, la sancién se elevaria al
doble?. No: hay que conocer las actuaciones inspectoras y hay que re-
conocer que la Inspeccién debe probar al contribuyente unas bases/cuotas:
superiores a las declaradas; vy si no prueba, persistird lo que la Ley Ge-
neral Tributaria llama “presuncién de certeza” de las declaraciones,.
aunque en realidad sea, como debe ser, una relevatio ab onere probandi..
(Por qué un contribuyente esti dispuesto a firmar de conformidad?
Una de dos: o porque no tiene mas remedio (los hechos estian probados.
y la legislacién se ha aplicado correctamente) o porque le conviene, y le
conviene precisamente porque las bases/cuotas propuestas por la Ins-
peccién son inferiores a las reales, ¥ eso sélo lo sabe el contribuyente,
que no la Inspeccién. Y hay que hacer otra precisién: no es que la Ins-
peccién proponga unas bases/cuotas y amenace al contribuyente, para.
que firme de conformidad con la elevacién al doble de la sancion; es lo
contrario: la Inspeccién propone unas bases, una cuota, una sancién e:
invita al contribuyente a aceptarlas, con lo que éste consigue la reduc-
cion de la sancién propuesta. Que no es lo mismo.

6. El Capitulo VI se refiere a los supuestos excluidos de la condo-
nacién y a la condonacién de sanciones méximas, para pasar a la condo-
nacién de sanciones especiales, entre las que el autor cita a las existentes.
en relacién con los Impuestos generales sobre las Sucesiones y sobre las.
Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados. Confieso
que esperaba este epigrafe, porque siempre he mantenido una postura.
discrepante. En primer lugar, mantiene el autor la no condonacién auto--
matica de estas sanciones, con lo que no estamos de acuerdo (10); er
segundo lugar, entiendo que estas sanciones y su condonacién deberian:
haberse estudiado al hablar de las infracciones tributarias simples (por-
que eso son; y si no, ;qué son?); y en tercero, porque no aclara (tampo-
co la doctrina que cita en la nota 26, pagina 233) la compatibilidad o
incompatibilidad de estas sanciones con las derivadas de las infracciones.
de omisién, en los casos en que actia la Inspeccién. Compatibilidad que
ha sido préctica de las Oficinas Liquidadoras, pero que sigo manteniendo
que no es admisible y aun creo que el nuevo texto legal sobre el Impues--

(9) Es decir, que los inspectores han inventado un cuarto método
(que, en su argot, llama “la tarifa cuarta”): el convenio individual.
Lo malo es que esto se presta a una calificacién realmente peyorativa.
de la funcién inspectora, que no sabe, no quiere o no puede actuar segin
la Ley General Tributaria.

(10) Desde luego, en el nuevo impuesto sobre Transmisiones Pa-
trimoniales (o en la nueva Ley sobre dicho Impuesto) ya no aparece la.
mencién del anterior 115,6 del texto refundido.
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to sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Juridicos Documentados
ha venido a darme la razén, como me la daria el préximo régimen de.
autoliquidacién de estos Impuestos.

7. El Capitulo VII se refiere a la condonacién graciable, en una ex-
posicién ciertamente brillante, y en el que el examen de la equidad
—como apoyo indirecto de esta institucién— es expuesto a la vista del
Coédigo civil.

El Capitulo VIII se refiere a figuras afines a la condonacién. con un.
analisis muy profundo (al menos, es el primero que he visto escrito)
del articulo 85, a) de la Ley General Tributaria.

8. Dedica el autor, ﬁor ultimo, cuatro péaginas a las conclusiones,
las que, en realidad, reiteran las que vino sosteniendo a lo largo de las
292 paginas anteriores. Fundamentalmente, en materia de sanciones por
infracciones de omisién y defraudacién establece Martinez Lafuente que:
la conformidad debe ser sélo a los hechos; que la condonacién automaitica
deberia beneficiar sélo al contribuyente que colabora, afiadiendo que “el
tenor de la legislacién como determinada practica operativa lleva a la.
solucién contraria” (pagina 295); que “la institucion que nos ocupa...
deberia ser objeto de una profunda revisién que podria conllevar su de-
saparicion” (misma péagina); en cuanto a la condonacién graciable, pos-
tula “una revisién asimismo de esta otra especie de condonacién inser-
tandola en la revocacién de actos administrativos por razén de oportuni-
dad” (pagina 296), todo ello basado en la “rigidez del sistema sancio-
nador tributario” (pagina 295) y en el “raquitico régimen sancionador
tributario que en este momento tenemos” (pagina 296). César Albifiana,.
en el Prélogo, es aun més rotundo y vale la pena leer lo que dice.

9. Estimo que ha llegado el momento de hacer un comentario general
al libro:

a) Se trata de una obra documentada y meditada.
b) Es una aportacién doctrinal imprescindible para el estudioso.
¢) Da lugar a polemizar.

Y voy a polemizar: la aversién manifiesta de Martinez Lafuente al
tema de la conformidad, en cuanto sin ningun disimulo (y hemos reco-
gido citas textuales) se refiere a la transaccién y al convenio que, por
mor de ella, se dan (o pueden darse) en las actas inspectoras. No puedo:
admitir este juicio del nuevo doctor y para ello voy a recoger algunas
frases de mi articulo “El acta con prueba preconstituida” (Hacienda
Phblica Espafiola, nimero 48, 1977), lamentablemente —para mi— ol-
vidado por el autor en la riquisima muestra bibliografica que adjunta en
un Apéndice al libro:

“Todo lo que hay de tristemente limitativo en la consecucién de
la verdad y de desdefiosamente peyorativo en el acuerdo con el
contribuyente, imponen un limite real que hace deleznarse a cual-
quier intento de construccién dogmaética a lo irreal o ilusorio... Hay
que recordar que todo el procedimiento de comprobacién tiene como
fin la obtencién de una verdad-magnitud, conocida para una parte,
desconocida para la otra, de ahi que, cuando el contribuyente re-
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conoce la verdad propuesta por la Inspeccidon, estd realizando una
declaracién de conocimiento que el Actuario consigna en un acta,
de la que da fe con su firma, creando de esta forma una prueba
incontestable como consecuencia de una actividad probatoria previa,
realizada por la Inspeccién... Negar que en el procedimiento de com-
probacién existe una actividad probatoria, aunque no haya Juez,
es como negar toda la actividad que se desarrolla en la comproba-
cién, para convertirla en un tramo ferial, que es lo que se pretende
cuando concienzudamente se niega la utilizacién de medios de prue-
ba y la creacién de prueba legal en el proceso tributario. No puede
calificarse peor a la actividad comprobadora, cuando se la reduce
a unos tratos preliminares de un negocio en que el objeto del
mismo no esta en el comercio de los hombres... Existe una actividad
probatoria propia dentro del procedimiento de comprobacién y a
cargo fundamentalmente de la Inspeccién, y el hecho de que la
practica inspectora siga caminos conocidos de argumentos de insi-
nuaciéon y propuestas de ’'regularizacién’, tratando de ’desdramati-
zar’ su actuaciéon y de ’elevar a la categoria de normal lo que en
la calle es normal’, no quiere decir sino que la actividad inspectora,
por muchas razones que no son del caso, actia de una forma di-
recta, sencilla y clara, donde la actividad probatoria puede decirse
que se sustituye por una mezcla de experiencia-intuicién, que pro-
duce 2l jurista del Derecho tributario la impresién de que no puede
existir ni existe una auténtica actividad probatoria. La degrada-
cién prictica de esta actividad no impide que conceptualmente —y
ocasionalmente, en la realidad— exista y exija su consideracién
como tal”,

Quod scripsi scripsit: Y me desazona, nos desazona a los integrantes
de la Inspeccién, el que, en una obra de tesis, se llegue a conclusiones
a través de juicios que, en ocasiones, sambeniten a la funcién que desem-
pefiamos. Ciertamente que no nos ayudan a sobreponernos a los incon-
venientes (legislacién, medios) que debemos superar cada dia; nos-afia-
den otro mas: la incompresion.

ALFONSO MONTERO SAENZ
Licenciado en Derecho
Inspector financiero y tributario



